DISCRIMINACION LABORAL DOCENTE

PROVINCIA DEL CHACO

P. V. R.
11 de julio, 2005

Probablemente el primer antecedente del cual tengamos conocimiento y que se halle registrado desde la reinstauración del sistema democrático de Gobierno en nuestro país. Sintéticamente el caso es el siguiente: La docente adventista, era suplente de Música de la Escuela Nº 2 de Resistencia (que de las escuelas públicas de ésta ciudad capital es una de las más  prestigiosas), es decir que no estaba confirmada en su cargo, con la lógica implicancia de su precaria situación laboral. 

El 9 de Julio del año 2005 había caído en día sábado el acto patrio correspondiente, y ella previamente se dirigió a la autoridad máxima de la escuela, es decir, a su Director. Este, como simple respuesta a la explicación y solicitud de la docente, le contestó planteándole fríamente que tenía dos posibilidades: o se presentaba al acto patrio y todo quedaba bien, o, faltaba al acto patrio y era sancionada perdiendo su fuente de trabajo. Ella faltó, y el día lunes 11/09/05 se presentó la nota que le adjunto, la que llegó hasta el Ministerio de Educación de la Provincia donde tuvo acogida favorable, gracias a Dios. 

Dr. J. M. F.

Abogado (Chaco – Corrientes)

NOTA PRESENTADA, VER MAS ABAJO
RESISTENCIA, CHACO, 11 de Julio de 2005

AL 

DIRECTOR DEL

ESTABLECIMIENTO E.G.B. Nº 2

“RAUL BASILIO DIAZ” 

SEÑOR O.  A. 

P  R  E  S  E  N  T  E

La que suscribe, P. V. R., D.N.I. Nº          ,  con domicilio real sito en calle A. B. Nº   de ésta ciudad capital, quien desempeña el cargo de MAESTRA MATERIA ESPECIAL MUSICA SITUACIÓN REVISTA SUPLENTE TURNO MAÑANA, tiene el agrado de dirigirse a Ud. a efectos poner de manifiesto que él único motivo de su ausencia al acto del 9 de Julio próximo pasado, desarrollado en las instalaciones del establecimiento, ha sido el ejercicio de sus libertades de conciencia y religiosa, atento a pertenecer a la congregación de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, y a profesar sus preceptos con la convicción íntima de respetar los Mandamientos bíblicos, en este caso puntual, el situado en el Libro de Exodo, Capítulo 20 Versículos 8 al 11 que textualmente reza: “Acuérdate del día Sábado para santificarlo. Seis días trabajarás y harás toda tu obra; más el Sábado es reposo para Jehová tu Dios; no hagas en el obra alguna, tú, ni tu hijo, ni tu hija, ni tu siervo, ni tu criada, ni tu bestia, ni tu extranjero que está dentro de tus puertas. Porque en seis días hizo Jehová los cielos y la tierra, el mar y todas las cosas que en ellos hay, y reposó en el séptimo día; por tanto Jehová bendijo el día Sábado y lo santificó.”   

La libertad de religión y de conciencia, incluyen-do los derechos de las comunidades religiosas dentro de la sociedad, deriva de la libertad de las personas ante Dios, y se origina en ella. Como cristianos y judíos, encontramos las raíces religiosas de ese respeto en la dignidad de todas las personas, creadas "a imagen y semejanza de Dios" (GÉNESIS CAPÍTULO 1 VERSÍCULO 26). La libertad religiosa se realiza a través del ejercicio de derechos específicos. Entre ellos: la libertad de culto, la libertad de manifestar públicamente las propias creencias y la práctica de su religión, la libertad de las comunidades religiosas para organizarse y conducir sus asuntos sin interferencias, el derecho de mostrar las implicancias que tienen las propias creencias para la sociedad, el derecho de llevar a cabo reuniones, y el derecho de fundar organizaciones educativas, de caridad, culturales y sociales, de acuerdo con la orientación religiosa de la propia tradición religiosa.

Los gobiernos y las autoridades políticas y administrativas tienen una especial responsabilidad en la protección de los derechos religiosos humanos. Quienes son responsables por la ley, el orden y la seguridad pública deberán sentirse obligados a defender a las minorías religiosas y usar los medios legales disponibles contra aquellos que cometan crímenes contra la libertad religiosa. Así como no les está permitido realizar actos antirreligiosos, los gobiernos también deberán estar alertas para no caer en una inacción que tolere el odio religioso o dé impunidad a los que perpetran acciones antirreligiosas.

Es evidente que la secularización de la sociedad ha llevado al resultado de la protección de una determinada confesión a la protección de la libertad religiosa. Un Estado democrático y laico, como es el nuestro, ha de valorar siempre de forma positiva el hecho religioso y, en consecuencia, proteger el derecho de sus ciudadanos a creer o no creer, a exteriorizar o no sus convicciones, a actuar en consonancia con dichas creencias, y a no ser coaccionado para lo contrario. 

El objeto de protección de la tutela Consti-tucional, Civil y Penal de la Libertad Religiosa, esto es, la relevancia que el Estado otorga al senti-
 miento religioso de sus ciudadanos, comprende no sólo una perspectiva colectiva -no en vano se entiende genéricamente al fenómeno religioso como un bien social-, sino que también afecta a la perspectiva individual. 

Hacemos crónica en este estudio, de los artículos que, conectados con esta tutela, se han visto reforzados por y en la Ley Orgánica. Concretamente los derechos reconocidos por la Constitución Nacional -artículos citados- 14, 14 bis 16, 18, 19 y 20. Aunque también hacemos reseña a determinados artículos que, aún manteniendo la redacción, observación y aplicación extraña a la Constitución Nacional, han sido reconocidos por ella y todo el sistema legal nacional que evidencian, directa o indirectamente, esta tutela civil y penal de derecho constitucional a la Libertad Religiosa, entre éstos cabe mencionar el Preámbulo y los artículos 1 al 5 de la DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE -Aprobado en la Novena Conferencia Internacional Americana (Bogotá, Colombia, 1.948) como así también el Preámbulo y el art. 18 de la DECLARACION UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS -Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su res. 217 A (III) de 10 de diciembre de 1.948.- En todos ellos, hayan sido modificados o no, siempre está presente el único límite para el ejercicio de la Libertad Religiosa: la tutela del orden público. 

Otra de las cuestiones de la nueva regulación, en relación directa con la libertad religiosa, son los arts 1 al 3 de la LEY N° 23.592 sobre ACTOS DISCRIMINATORIOS, que ha sancionado medidas para quienes arbitrariamente impidan el pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional estableciendo un sensible aumento de las penas, la que referiéndose a los derechos de los trabajadores, castiga la discriminación en el empleo, entendida como toda diferencia de trato entre dos personas o conjunto de ellas, no ajustada a derecho: lo que ha sentado la activa jurispruden-cia: "Los que produzcan una grave discriminación en el empleo, público o privado, contra alguna persona por razón de su ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o minusvalía, por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, por el parentesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las lenguas reconocidas como originarias dentro del Territorio Nacional, y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o sanción administrativa, reparando los daños económicos que se hayan derivado, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de 12 a 24 meses". Podrá ser castigado todo empresario o funcionario público que actúe de manera improcedente, abusando de su condición y utilizando la religión como causa ideológica de discriminación. Este artículo quiere potenciar el respeto a uno de los derechos fundamentales, cual es la libertad religiosa y de culto, recogido, junto con el de la libertad ideológica, en los Arts. 14 y 20 de la Constitución Nacional.

Aunque ya hemos tenido ocasión de referirnos a los delitos contra la Constitución, tenemos que volver de nuevo al Código Penal –TITULO 5 CAPITULOS 1, 4 Y 5; TITULO 8 CAPITULO 3 Y 5; TITULO 10 CAPITULO 1; LEY 23077 –Protección del Orden Constitucional-, por una razón de naturaleza híbrida: la tutela de los derechos fundamentales y las libertades públicas frente a la discriminación. 

Efectivamente, el mencionado articulado recoge como delito la apología de la discriminación, protegiendo en este caso el derecho a la igualdad frente a la proliferación de conductas violentas contra individuos grupos o asociaciones:  es decir que serán castigados con penas de prisión aquéllos que provocaren a la discriminación, al odio o a la violencia contra individuos, grupos o asociaciones, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencia. Al igual que, los que  con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad, difundieren informaciones injuriosas sobre grupos o asociaciones en relación a su ideología, religión o creencias. Si bien la redacción de este precepto conserva la nota de generalidad en los comportamientos descritos, son preferibles las expresiones de "conductas racistas o antirreligiosas". Es dable destacar que el concepto de violencia es la ac-

ción de aplicar medios violentos a personas para vencer su resistencia. Las repercusiones jurídicas de ese proceder son tanto de orden civil  como penal. Civil, porque representa un acto atentatorio a la libre voluntad de las personas en la realización de los actos jurídicos, por lo cual es causa de nulidad de los mismos. La violencia puede ser ejercida por una persona sobre otra de modo material o moral; en el primer caso, la expresión equivale a fuerza; y en el segundo a intimidación. 

Cuando esta discriminación se hace efectiva por un particular encargado de un servicio público o por un funcionario que deniega una prestación a la que se tiene derecho, se ataca de lleno al mismo principio de igualdad. Serán criminalmente responsables las personas que actúen o representen a una persona jurídica, pero también será responsable directa y solidariamente la concreta persona jurídica en cuyo nombre o por cuya cuenta haya actuado a tenor de lo establecido en todo el ordenamiento legal ya detallado, que ha generado la jurisprudencia aplicable al caso "El que actúe como administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica, o en nombre o representación legal o voluntaria de otro, responderá personalmente, aunque no concurran en él las condiciones, cualidades o relaciones que la correspondiente figura de delito o falta requiera para poder ser sujeto activo del mismo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en cuyo nombre o representación obre. En estos supuestos, si se impusiere en sentencia una pena de multa al autor del delito, será responsable del pago de la misma de manera directa y solidaria la persona jurídica en cuyo nombre o por cuya cuenta actuó". 

El sujeto activo podrá ser tanto persona física como jurídica, y se considerará discriminación, cuando el que deniega la prestación es un particular no encargado de un servicio público.
Cuando analizamos los delitos contra la libertad de conciencia y contra los sentimientos religiosos, destacamos su incidencia sobre la perturbación de las ceremonias religiosas o del culto. Esta incidencia también está presente en el contenido, castiga a las personas y/o autoridades o funcionarios que sin previa resolución judicial disuelva o suspenda las actividades de una asociación legalmente constituida; o que sin causa legítima impida la celebración de sus sesiones. La protección aquí encuentra un punto de apoyo en el derecho de asociación reconocido a cualquier entidad civil, mercantil, etc. incluyendo también a las confesiones religiosas, las cuales pueden estar en ocasiones inscritas o no, en los Registros públicos correspondientes. 

Proteger la libertad religiosa requiere el esfuerzo de muchas partes. En cuanto a la tarea propia, como religiosos convencidos de la fe aferrada, se debe hacer más para enseñar a los miembros de la comunidad el respeto hacia las personas que pertenecen a otras tradiciones religiosas..

Los reclamos por violaciones a la libertad religiosa, a la libertad de conciencia, serán cuidadosamente analizados y nunca deberán ser motivo de recriminación o difamación. Por el contrario, debería manifestarse el esfuerzo siempre por crear un clima de franqueza y ecuanimidad en el que puedan resolverse los conflictos.
Por lo expuesto del Señor Director SOLICITA
Como profesora del establecimiento, en calidad de miembro de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, solicito al Señor Director, que en honra al instituto de libertad religiosa, justifique la inasistencia de la suscripta del 9 de Julio próximo pasado, fundada en todo ordenamiento religioso y legal que garantizan el goce del derecho a vivir su vida religiosa sin obstáculos y en paz.

A la espera de una resolución afirmativa, aprovecha la oportunidad de saludar al señor Director con la mayor consideración y respeto. 

CONSTITUCIÓN NACIONAL

Artículo 14. - Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar y aprender.

Artículo 14. bis - El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor; jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea;....., protección contra el despido arbitrario; estabilidad del empleado público.......; 

Artículo 16. - La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento; no hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.

Artículo 18. - Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho de proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice.

Artículo 19. - Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe.

Artículo 20. - Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, comercio y profesión; poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos; navegar los ríos y costas; ejercer libremente su culto; testar y casarse conforme a las leyes. No están obligados a admitir la ciudadanía, ni a pagar contribuciones forzosas extraordinarias. Obtienen nacionalización residiendo dos años continuos en la Nación; pero la autoridad puede acortar este término a favor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la República.

DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE

Aprobado en la Novena Conferencia Internacional Americana (Bogotá, Colombia, 1.948)

CONSIDERANDO:

Que los pueblos americanos han dignificado la persona humana y que sus constituciones nacionales reconocen, que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras de la vida en sociedad, tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad;

Que, en repetidas ocasiones, los Estados Americanos han reconocido que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacionales de determinado Estado sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana- 

Que la protección internacional de los derechos del hombre debe ser guía principalísima del derecho americano en evolución;

Que la consagración americana de los derechos esenciales del hombre unida a las garantías ofrecidas por el régimen interno de los Estados, establece el sistema inicial de protección que los Estados Americanos consideran adecuado a las actuales circunstancias sociales y jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez más en el campo internacional, a medida que esas circunstancias vayan siendo mas propicias.

Acuerdan adoptar la siguiente Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre
PREAMBULO

Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos con los otros. 

El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. Derechos y deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del hombre. Si los derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad de esa libertad.

Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los apoyan conceptualmente y los fundamentan.

Es deber del hombre servir al espíritu con todas sus potencias y recursos porque el espíritu es la finalidad suprema de la existencia humana y su máxima categoría.

Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su alcance la cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del espíritu.

Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la floración más noble de la cultura, es deber de todo hombre acatarlas siempre.

CAPÍTULO PRIMERO:

DERECHOS|
Derechos a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona

Artículo 1.- Todo ser humano tiene derechos a la vida, a la libertad y a la integridad de su persona.

Derecho de igualdad ante la ley 

Artículo 2.- Todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna.

Derecho de libertad religiosa y de culto

Artículo 3.- Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa y de manifestarla y practicarla en público y en privado.

Derecho de libertad de investigación; opinión, expresión y difusión

Artículo 4.- Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y de difusión del pensamiento por cualquier medio.

Derecho a la protección a la honra y a la reputación personal y la vida privada y familiar

Artículo 5.- Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra los ataques abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar-

ACTOS DISCRIMINATORIOS.

LEY N° 23.592

Adóptanse medidas para quienes arbitrariamente impidan el pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de ley:

ARTICULO 1°.- Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional, será obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y a reparar el daño moral y material ocasionados. 

A los efectos del presente artículo se considerarán particularmente los actos u omisiones discriminatorios determinados por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos. 

Art. 2°.- Elévase en un tercio el mínimo y en un medio el máximo de la escala penal de todo delito reprimido por el Código Penal o Leyes complementarias cuando sea cometido por persecución u odio a una raza, religión o nacionalidad, o con el objeto de destruir en todo o en parte a un grupo nacional, étnico, racial o religioso. En ningún caso se podrá exceder del máximo legal de la especie de pena de que se trate. 

Art. 3°.- Serán reprimidos con prisión de un mes a tres años los que participaren en una organización o realizaren propaganda basados en ideas o teorías de superioridad de una raza o de un grupo de personas de determinada religión, origen étnico o color, que tengan por objeto la justificación o promoción de la discriminación racial o religiosa en cualquier forma. 

En igual pena incurrirán quienes por cualquier medio alentaren o iniciaren a la persecución o el odio contra una persona o grupos de personas a causa de su raza, religión, nacionalidad o ideas políticas.
DECLARACION UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS -Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su res. 217 A (III) de 10 de diciembre de 1.948.- 

PREAMBULO

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana. 

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencia;

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y, la opresión;

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones; Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derecho de hombres y mujeres; y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad;

Considerando que los Estados miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre; y 

Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;

La Asamblea General

 Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción. 

Artículo 1.-
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.

Artículo 2.-
 1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 3.-
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

Artículo 4.-
Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas.
Artículo 5.-
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos, crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 6.-
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica.

Artículo 7.-
Todos son iguales ante la ley y tienen; sin distinción, derecho a igual protección de la ley.

Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.

Artículo 8.-
Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley

Artículo 9.-
Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

Artículo 10.-
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.

Artículo 11.-
 1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional.

Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.

Artículo 12.-
 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias a ataques.

Artículo 13.-
 1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado.

 2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país.

Artículo 14.-
1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo; y a disfrutar de él, en cualquier país.

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 15.-
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. .

2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de nacionalidad

Artículo 16.-
1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión a casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.

2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.

Artículo 17.-
1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

Artículo 18.-Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la practica, el culto y la observancia.
